Seguimiento a las recomendaciones del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias en su informe relativo a su visita a Uruguay del 7 al 14 de julio de 2022 (A/HRC/54/22/add.1, párrafo 80)

	Recomendaciones (A/HRC/54/22/add.1)
	Situación durante la visita (A/HRC/54/22/add.1)
	Observaciones: medidas adoptadas/situación actual
	Nivel de implementación y observaciones (a ser completado por el GTDFI)

	80. Con base en las consideraciones anteriores, el Grupo de Trabajo recomienda al Uruguay.

(a) Aceptar que, independientemente de su duración, la detención de personas por parte de autoridades estatales, acompañada por la negativa a reconocer su detención o revelar su paradero, constituye una desaparición forzada en virtud del derecho internacional de los derechos humanos. En este sentido, se recomienda que el Estado refleje ese reconocimiento tanto en el discurso oficial como en la legislación y en el reconocimiento de los derechos de todas las personas víctimas de desaparición forzada, incluidos sus familiares;
	Ver párrafo 8 del informe. 
	
	

	(b) Sensibilizar, tanto a la sociedad civil como al servicio público, sobre el fenómeno de la desaparición forzada de personas, los mecanismos de denuncia existentes y las obligaciones correspondientes;
	Ver párrafos 10 y 65 del informe.
	
	

	(c) Transmitir desde todos los sectores políticos y sociales un mensaje claro de apoyo a las víctimas y de condena a las desapariciones forzadas y otras graves violaciones de los derechos humanos, construyendo una política de Estado sobre estas bases;
	Ver párrafos 34 a 36 del informe.
	
	

	(d) Asegurar, por parte de las autoridades ejecutivas y parlamentarias, que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo cumpla con todos los requisitos establecidos en los Principios de París, en particular en relación con la idoneidad e independencia requeridas para llevar adelante la búsqueda de las personas desaparecidas; y garantizar que cuente con los recursos humanos, financieros y técnicos suficientes;
	Ver párrafos 17 a 22 del informe.
	
	

	(e) Adoptar medidas para asegurar una sólida estabilidad institucional en la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo que trascienda el mandato de los directores y el resto del personal, así como de mecanismos para la evaluación y rendición de cuentas sobre la labor de búsqueda en los que también participen las víctimas;
	Ver párrafos 17 a 22 del informe.
	
	

	(f) Elaborar y aplicar políticas integrales para la conservación, análisis y divulgación de la información contenida en los archivos de los órganos militares, policiales y de inteligencia, previendo los recursos humanos y materiales necesarios para la evaluación de la información, de la que deben encargarse profesionales especializados;
	Ver párrafos 15, y 23 a 27 del informe.
	
	

	(g) Asegurar que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo continúe recibiendo los recursos humanos, financieros y técnicos suficientes para llevar a cabo su mandato con celeridad e independencia y con toda la tecnología disponible necesaria para detectar y exhumar restos humanos;
	Ver párrafo 21 del informe.
	
	

	(h) Tomar medidas legislativas a los efectos de superar los obstáculos y demoras en el avance de los procedimientos penales iniciados por desapariciones forzadas y otras graves violaciones de los derechos humanos, incluidas aquellas que impidan que la multiplicidad de recursos interpuestos detenga los procesos, la digitalización de expedientes y el uso sistemático del mecanismo de la decisión anticipada por parte de las instancias judiciales competentes en la resolución de los recursos correspondientes;
	Ver párrafos 29 y 30 del informe.
	
	

	(i) Fortalecer las capacidades de la Fiscalía Especializada de Crímenes de Lesa Humanidad, dotándola de estabilidad normativa, y garantizar recursos humanos, técnicos y financieros suficientes;
	Ver párrafos 31 a 32 del informe.
	
	

	(j) Asegurar el apoyo psicosocial, logístico y financiero necesario para el desarrollo de los juicios orales por graves violaciones de los derechos humanos, incluidas las desapariciones forzadas, y prever las medidas de protección que fueren necesarias para las víctimas, testigos y todos los intervinientes en los procesos;
	Ver párrafo 36 del informe.
	
	

	(k) Garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de manera que se permita su participación activa en los procesos, previendo inclusive mecanismos para el patrocinio legal gratuito de aquellas personas que lo requirieren;
	Ver párrafo 38 del informe.
	
	

	(l) Adoptar un enfoque de género en las investigaciones y el enjuiciamiento de las desapariciones forzadas, en particular cuando las personas, y especialmente las mujeres, hubieren sido víctimas de violencia sexual. En este sentido, se insta al Estado a desarrollar protocolos, cuestionarios y guías específicos para entrevistar a estas personas;
	Ver párrafos 41 a 64 del informe.
	
	· 

	(m) Archivar el proyecto legislativo que busca la sustitución de penas privativas de la libertad por el régimen de prisión domiciliaria a procesados y condenados mayores de 65 años; y eliminar cualquier tipo de privilegios a los perpetradores, como el mantenimiento de cargos militares y pensiones a los condenados y prófugos de la justicia;
	Ver párrafo 44 del informe.
	
	

	(n) Dar cabal cumplimiento a la resolución núm. 751 de 6 de agosto de 2019 de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, que recomienda realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad, que incluya un pedido de disculpas por parte del Estado del Uruguay a las personas que siendo niñas, niños o adolescentes durante el período de facto sufrieron un perjuicio directo por las desapariciones forzadas perpetradas;
	Ver párrafos 56 y 57 del informe.
	
	

	(o) Diseñar un plan integral de reparaciones para las víctimas de desaparición forzada que sea exhaustivo, equitativo y eficiente, y que incluya medidas relacionadas con actos de violencia sexual y discriminación de género;
	Ver párrafos 47 a 57 del informe.
	
	

	(p) Reforzar las políticas de memoria, garantizando la preservación y protección de cada uno de los sitios conmemorativos y de memoria y asignando los recursos presupuestarios necesarios;
	Ver párrafos 58 a 62 del informe.
	
	

	(q) Tomar medidas para recuperar y proteger los sitios de memoria dañados, incluido el Memorial de los Detenidos Desaparecidos del Cerro de Montevideo, e investigar los ataques, e identificar, enjuiciar y sancionar a los responsables;
	Ver párrafos 63 y 64 del informe.
	
	

	(r) Adaptar los programas escolares, desde la educación primaria hasta la superior y en un lenguaje acorde a cada edad, para que incluyan capítulos dedicados específicamente al período de la dictadura cívico-militar y reflejen las graves violaciones cometidas;
	Ver párrafo 65 del informe.
	
	

	(s) Apoyar los esfuerzos de la sociedad civil en los sitios de memoria, y desarrollar políticas para integrar un enfoque de género, en particular en lugares como La Tablada y la cárcel de Punta Rieles, donde se cometieron abusos sexuales contra mujeres. El enfoque debe ser inclusivo y garantizar la participación y el empoderamiento de las mujeres y reflejar las violaciones cometidas contra ellas, celebrando al mismo tiempo la historia de su resistencia;
	Ver párrafos 63 y 64 del informe.
	
	

	(t) Recuperar y transformar por completo el antiguo centro clandestino de detención “300 Carlos”, en el Servicio de Material y Armamento del Ejército, en un sitio de memoria que honre a las 600 personas que fueron sometidas a desaparición forzada y otros delitos en ese lugar, y refleje sus vidas, sus historias y la violencia cometida contra ellas, y proporcionar al público en general un acceso al lugar sin obstáculos;
	Ver párrafos 63 y 64 del informe.
	
	

	(u) Fortalecer la cooperación con otros Estados para prestarse todo el auxilio posible con el fin de asistir a los familiares de las personas desaparecidas en el marco de la Operación Cóndor, así como en la búsqueda, localización y liberación de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, en la exhumación, la identificación de las personas desaparecidas y la restitución de sus restos;
	Ver párrafos 66 a 69 del informe.
	
	

	(v) Asegurar que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo establezca un coordinador al que puedan dirigirse ciudadanos de otra nacionalidad cuyos seres queridos desaparecieron en el marco de la Operación Cóndor y que podrían haber transitado por el Uruguay o cuyo paradero podría haber sido este país, y se informe debidamente con respecto a esta medida, inclusive a través de los canales diplomáticos y consulares pertinentes;
	Ver párrafos 66 a 69 del informe.
	
	

	(w) Preservar y poner a disposición los archivos que pueden contener información relevante sobre las desapariciones forzadas perpetradas en el marco de la Operación Cóndor y facilitar su consulta, coordinándose para ese fin con los otros Estados involucrados y garantizando una metodología que permita el cruce de información de manera sistemática y estratégica;
	Ver párrafos 66 a 69 del informe.
	
	

	(x) Redoblar los esfuerzos —especialmente en casos que involucran a nacionales uruguayos como víctimas— en materia de auxilio judicial internacional en lo que respecta a cualquier procedimiento penal relativo a un delito de desaparición forzada, y cooperar proactivamente con otros Estados;
	Ver párrafos 66 a 69 del informe.
	
	

	(y) Adoptar todas las medidas necesarias, de carácter judicial y diplomático, para juzgar y sancionar a todos los responsables de desapariciones forzadas, inclusive impulsando por todos los medios a su alcance las solicitudes de extradición que correspondan. La inexistencia de tratados de extradición no constituye una base o justificación suficiente para dejar de impulsar una solicitud en ese sentido; 
	Ver párrafos 66 a 69 del informe.
	
	

	(z) En cumplimiento de lo ordenado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en una sentencia relacionada con desapariciones forzadas perpetradas en el marco de la Operación Cóndor , apoyar el establecimiento de un grupo de trabajo conjunto que coordine los esfuerzos posibles para llevar adelante las tareas de investigación, extradición, enjuiciamiento y, en su caso, sanción de los responsables de los crímenes cometidos;
	Ver párrafos 34 y 66 a 69 del informe.
	
	

	(aa) Asegurar de manera sistemática las facilidades, la asistencia y el apoyo necesarios a los familiares de personas uruguayas desaparecidas en el marco de la Operación Cóndor que deseen participar, ya sea como testigos, partes civiles o víctimas, en los procedimientos que se llevan a cabo en el extranjero;
	Ver párrafos 66 a 69 del informe.
	
	

	(ab) Reconocer la existencia de desapariciones en la actualidad, en su mayoría relacionadas con niños, niñas, adolescentes y mujeres, pues es el primer paso necesario para desarrollar medidas integrales y efectivas para su erradicación; 
	Ver párrafos 70 a 75 del informe.
	
	

	(ac) Elaborar y mantener una base de datos actualizada, que contenga datos estadísticos desagregados, entre otros, por sexo, edad y ubicación geográfica de las personas desaparecidas;
	Ver párrafos 70 a 75 del informe.
	
	

	(ad) Actuar con debida diligencia en la búsqueda y la investigación de las desapariciones de niños, niñas, adolescentes y mujeres, asegurando un adecuado análisis de contexto, en particular con respecto a la posible comisión de delitos y la participación de autoridades en su comisión;
	Ver párrafos 70 a 75 del informe.
	
	

	(ae) Adoptar sin más demora políticas y programas de búsqueda dirigidas específicamente a este grupo de personas desaparecidas, tales como la Alerta Amber y el Protocolo Alba, y garantizar que la búsqueda se implemente ex officio y sin dilación, de acuerdo con los Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas y en particular el principio 4, sobre la búsqueda de personas en situación de vulnerabilidad;
	Ver párrafos 70 a 75 del informe.
	
	

	(af) Garantizar en general, y en particular a los familiares de niños, niñas, adolescentes y mujeres desaparecidas, el acceso al patrocinio legal gratuito y fortalecer a la Unidad de Víctimas y Testigos de la Fiscalía General de la Nación para que cuente con los recursos humanos, financieros y técnicos adecuados y con personal debidamente capacitado y sensibilizado;
	Ver párrafos 70 a 75 del informe.
	
	

	(ag) Adoptar programas de sensibilización y formación permanente en derechos humanos dirigidos al personal militar o civil encargado de la aplicación de la ley, así como al personal médico, a los funcionarios y a otras personas que puedan intervenir en la custodia o tratamiento de las personas privadas de libertad o en custodia;
	Ver párrafos 10 y 70 a 75 del informe.
	
	

	(ah) Adecuar la legislación aplicable para asegurar que toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal sea llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tenga acceso a asistencia letrada sin demora;
	Ver párrafos 70 a 75 del informe.
	
	

	(ai) El Grupo de Trabajo alienta al Uruguay a seguir cooperando con otros mecanismos internacionales —a nivel de las Naciones Unidas y regional― de protección de los derechos humanos en el marco de los respectivos mandatos. En particular, el Grupo de Trabajo recomienda al Uruguay implementar a cabalidad las órdenes contenidas en los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos relacionados con casos de desaparición forzada, así como con las recomendaciones formuladas en las observaciones finales del Comité contra la Desaparición Forzada, el Comité de Derechos Humanos y el Comité contra la Tortura;
	
	
	

	(aj) El Grupo de Trabajo invita al Gobierno del Uruguay a que, en un plazo de 90 días a partir de la fecha de publicación de este informe, presente un cronograma en el que se indiquen las medidas que se llevarán a cabo para implementar las recomendaciones del Grupo de Trabajo y las fechas previstas para aplicar cada una de estas medidas.
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